
Sección I - Comunidad Autónoma Illes
Balears

1.- Disposiciones generales

CONSEJERÍA DE OBRAS PÚBLICAS, VIVIENDA Y
TRANSPORTES

Num. 23163
Decreto 105/2006, de 15 de diciembre, de modificación del
Decreto 57/1999, de 28 de mayo, por el que se regula  un régi-
men de subvención para los residentes en las Illes Balears que
utilicen el transporte marítimo regular en los desplazamientos
interinsulares y del Decreto 115/2000, de 21 de julio, de régimen
de subvenciones al transporte marítimo regular para los residen-
tes en la isla de Formentera.

Por Decreto 57/1999, de 28 de mayo, por el que se regula un régimen de
subvención para los residentes en las Illes Balears que utilicen el transporte
marítimo regular en los desplazamientos interinsulares, modificado por el
Decreto 101/2004, de 23 de diciembre, el gobierno balear estableció una boni-
ficación para residentes del 23 por 100 del precio de los billetes, que se obtenía
por diferencia del 38 por 100 correspondiente a la subvención estatal a los tra-
yectos aéreos y el 15 por 100 de subvención estatal a los trayectos marítimos
interinsulares que fijaba el Real Decreto 1316/2001, de 30 de noviembre, modi-
ficado por el Real Decreto 207/2005, de 25 de febrero.

El Parlamento de las Illes Balears aprobó el 20 de octubre de 2004 la pro-
posición no de ley Nº 5850/04, que en su punto 1 instaba al gobierno balear a
asegurar a los ciudadanos residentes iguales descuentos en los modos marítimo
y aéreo.

Por otro lado, la Administración del Estado tiene previsto elevar los nive-
les de bonificación de los servicios regulares aéreos y marítimos. El Pleno del
Congreso de los Diputados, en su sesión del día 2 de noviembre de 2004, instó
al gobierno de la nación a aplicar a los ciudadanos residentes en Illes Balears,
Canarias, Ceuta y Melilla, un incremento progresivo de la subvención de las
tarifas de los servicios regulares de transporte de viajeros, marítimos y aéreos,
tanto con la península, como para los interinsulares, hasta alcanzar en el año
2007  el 50 por 100, señalando para el 1º de enero de 2007 un incremento de
cinco puntos porcentuales, de modo que se alcance en esta fecha el nivel de sub-
vención del 50 por 100.

Tal previsión impone, pues, la necesidad de efectuar las adaptaciones
necesarias al vigente régimen regulador de estas ayudas públicas.

Al objeto de dar cumplimiento a los acuerdos de ambos Parlamentos y
asegurar que la modificación estatal pueda aplicarse de forma inmediata y
simultánea a su efectividad normativa y dispositiva, se hace preciso modificar y
ajustar el Decreto 57/1999, de 28 de mayo, estableciendo un régimen general de
subvención, en el modo marítimo, a los residentes  de la Comunidad Autónoma
por complemento hasta el 50 por 100 de la subvención a cargo del Estado.

En cuanto a la bonificación adicional de que disfrutan los residentes en
Formentera, es voluntad del gobierno que se mantenga el actual diferencial de
nivel de subvención, por lo que es preciso modificar también el Decreto
115/2000, de 21 de julio, de régimen de subvenciones al transporte marítimo
regular para los residentes en la isla de Formentera, que eleva hasta el 89 por
100 la bonificación efectiva entre Ibiza y Formentera.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Obras Públicas, Vivienda y
Transportes y del Consejero de Economía, Hacienda e Innovación, previa deli-
beración del Consejo de Gobierno en su sesión del día 15 de diciembre de 2006,

DECRETO

Artículo 1.

Se modifica el artículo 3 del Decreto 57/1999, de 28 de mayo, por el que
se regula un régimen de subvención para los residentes en las Illes Balears que
utilicen el transporte marítimo regular en los desplazamientos interinsulares,
que queda redactado de la siguiente manera: 

‘Artículo 3.
El citado régimen de subvención se aplicará sobre las tarifas de los servi-

cios de transporte marítimo que reúnan las condiciones a que se refiere el artí-
culo anterior.

La cuantía de la subvención para cada trayecto interinsular regulada en el
presente Decreto se obtendrá por complemento hasta el 50 por 100 del porcen-
taje de descuento establecido como subvención estatal para los servicios maríti-
mos interinsulares.’

Artículo 2.

Se modifica el artículo 2 del Decreto 115/2000, de 21 de julio, de régimen
de subvenciones al transporte marítimo regular para los residentes en la isla de

Formentera, que queda redactado de la siguiente manera:

‘Artículo 2. 
El mencionado régimen de subvenciones se aplicará sobre las tarifas de

los servicios de transporte marítimo que reúnan las condiciones a que se refiere
el artículo anterior. 

La cuantía de la subvención para cada trayecto entre Eivissa y Formentera
o entre Formentera y Eivissa será del 39 por 100 del precio del billete, adicio-
nal a la bonificación  de carácter general por la condición de residencia en las
Illes Balears, con lo que, sumadas las bonificaciones estatal y autonómica, se
alcanzará una subvención total efectiva del 89 por 100.’

Disposición final primera.

Se autoriza a los Consejeros de Economía, Hacienda e Innovación y de
Obras Públicas, Vivienda y Transportes para dictar las disposiciones que sean
precisas para la aplicación de lo establecido en el presente Decreto.

Disposición final segunda.

El presente Decreto entrará en vigor el día 1 de enero de 2007.

Palma, a 15 de junio de 2006.

La Consejera de Obras Públicas, EL PRESIDENTE.
Vivienda y Transportes. Jaume Matas Palou.

Margarita Isabel Cabrer González.
El Consejero de Economía, Hacienda e Innovación.

Lluís Ramis d’ Ayreflor Cardell.

— o —

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA E
INNOVACIÓN

Num. 23165
Decreto 107/2006, de 15 de diciembre, de regulación del uso de
la firma electrónica en el ámbito de la Administración de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears

Con el Real Decreto Ley 14/1999, de 17 de septiembre, se aprobó la pri-
mera regulación general de ámbito estatal en materia de firma electrónica. Al
redactarlo ya se tuvieron muy en cuenta los trabajos preparatorios de la
Directiva 1999/93/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (aprobada poste-
riormente, en fecha 13 de diciembre de 1999) por la que se establece un marco
comunitario para la firma electrónica, con el objetivo de fomentar una incorpo-
ración rápida de las nuevas tecnologías de seguridad de las comunicaciones
electrónicas en la actividad de las empresas, los ciudadanos y las administra-
ciones públicas.

Más adelante, se acordó tramitar este Real Decreto Ley como proyecto de
ley, con el objetivo de someterlo a una consulta pública más amplia y a un deba-
te parlamentario. Finalmente, se aprobó la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de
Firma Electrónica, que incorporó asimismo mejoras aconsejadas por la expe-
riencia nacional e internacional.

Esta Ley pretende favorecer el desarrollo de la sociedad de la información
con la regulación, básicamente, del uso de la firma electrónica, entendido como
instrumento capaz de aportar una mayor confianza y seguridad en los docu-
mentos electrónicos. 

Unos de los sujetos que hacen posible el uso de la firma electrónica son
los denominados «prestadores de servicios de certificación», encargados de
otorgar a los usuarios un documento electrónico en el que se pretende acreditar
la identidad, mediante un certificado electrónico. La Ley 59/2003, de 19 de
diciembre, de Firma Electrónica, establece obligaciones aplicables a estos pres-
tadores de servicios, según si emiten o no certificados reconocidos, los cuales
constituyen una pieza fundamental de la firma electrónica reconocida, que se
equipara a la manuscrita.

El artículo 4 de la Ley extiende, de manera explícita, el ámbito de aplica-
ción a las administraciones públicas, a los organismos públicos y a sus entida-
des dependientes o vinculadas, en las relaciones que mantengan entre sí o con
los particulares. 

Aun cuando establece un marco regulador general para el uso y la efica-
cia jurídica de la firma electrónica, así como para la prestación de los servicios
de certificación, la Ley estatal abre la puerta, en los artículos 4 y 7, al estableci-
miento, por parte de las administraciones y dentro de los límites previstos, de
condiciones adicionales a la utilización de firma electrónica en sus procedi-
mientos, así como a la regulación de los certificados de personas jurídicas que
se expidan a favor de las administraciones públicas.

Asimismo, el artículo 45 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
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Administrativo Común, ya encargó a las administraciones públicas el impulso
de la utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos,
para desarrollar su actividad, previendo una serie de requisitos y limitaciones en
cuanto al uso de estas técnicas y medios en las relaciones entre las administra-
ciones y los ciudadanos. 

Además, la Disposición adicional sexta de la Ley 3/2003, de 26 de marzo,
de Régimen Jurídico de la Administración de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears, encarga al Gobierno de las Illes Balears el establecimiento de un
marco normativo que permita la tramitación total o parcial de los procedimien-
tos por vías informáticas o telemáticas, y la comunicación directa con los órga-
nos y las unidades administrativas, así como la formulación de solicitudes y
otras manifestaciones, para que los ciudadanos puedan relacionarse con la
Administración de la Comunidad Autónoma por vías informáticas o telemáticas. 

En esta misma línea, el artículo 95 del Texto Refundido de la Ley de
Finanzas de la Comunidad Autónoma, aprobado por Decreto Legislativo
1/2005, de 24 de junio, hace referencia a la utilización de medios electrónicos,
informáticos y telemáticos en los procedimientos relativos a la gestión econó-
mico-financiera, y el artículo 19 del Decreto 75/2004, de 27 de agosto, de des-
arrollo de dicha Ley, desarrolla las previsiones legales en esta materia, atribu-
yendo al Consejo de Gobierno la competencia para acordar la utilización de
tales medios electrónicos, informáticos y telemáticos.

En resumen, este Decreto persigue dos finalidades principales: por un
lado, dar un paso más en el impulso de la sociedad de la información y, por otro,
establecer unos requisitos técnicos y legales lo suficientemente flexibles para
evitar que la obsolescencia prematura de la tecnología en materia de tratamien-
to de la información se convierta en un obstáculo para la implantación de la
firma electrónica a medio y largo plazo. Adicionalmente, se pretende dar la
cobertura legal suficiente para la utilización de la firma electrónica avanzada en
determinados ámbitos de la tramitación telemática. 

En el marco normativo vigente de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears, tan sólo se encuentran una serie de órdenes específicas en materia de
presentación y pago telemático de tributos. Ésta es, pues, la primera normativa
de ámbito general en esta materia, a la cual han de adaptarse, si procede, las
mencionadas órdenes, en los términos que prevé la disposición transitoria única
de este Decreto. 

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud del Decreto 97/2006, de 24 de
noviembre, se ha creado la Comisión Directora de la Seguridad de la
Información, como un paso más en este impulso de la sociedad de la informa-
ción, encargada de aprobar los criterios y de elaborar una planificación estraté-
gica de la seguridad.

Por todo ello, oído el Consejo Consultivo de las Illes Balears, a propues-
ta del Consejero de Economía, Hacienda e Innovación, y habiéndolo considera-
do el Consejo de Gobierno en la sesión de día 15 de diciembre de 2006, 

DECRETO

Artículo 1
Objeto y ámbito de aplicación

1. El presente Decreto tiene por objeto la regulación del uso de la firma
electrónica en las relaciones entre los ciudadanos y la Administración de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears, así como entre los órganos y entida-
des que la componen, y en las relaciones que dicha Administración autonómica
pueda tener con otras administraciones públicas.

2. A los efectos del presente Decreto, se entienden incluidas en la
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears las entidades
que, de acuerdo con la legislación de finanzas, formen parte del sector público
de esta Administración. 

Artículo 2
Admisión de los sistemas de firma electrónica

Los sistemas de firma electrónica adecuados para garantizar la autentici-
dad y la integridad de los documentos electrónicos, en los términos previstos en
los artículos 4 y 5 de este Decreto, podrán ser admitidos para la identificación y
la presentación de documentos entre las personas y entidades previstas en el
artículo 1 de este Decreto. 

Artículo 3
Definiciones 

Sin perjuicio de las definiciones contenidas en al artículo 3 de la Ley
59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, se definen, a los efectos del
presente Decreto, los conceptos siguientes:

a) Componente informático: es el sistema de hardware y software con
capacidad para hacer operaciones telemáticas al servicio de una persona física o
jurídica.

b) Acreditador de identidad: es la persona u organismo capaz de identifi-
car una persona física, jurídica o componente informático. En particular, un
prestador de servicios de certificación es un acreditador de identidad que cum-
ple todos los requisitos legalmente establecidos para serlo.

c) Documento de identificación electrónica: es el documento firmado
electrónicamente por un acreditador y que vincula los datos de verificación de
firma con un conjunto de datos estructurados que permiten identificar una per-
sona física, jurídica o componente informático. En particular, el certificado elec-
trónico recogido en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica,
es un documento de identificación electrónica firmado electrónicamente por un
prestador de servicios de certificación.

Artículo 4
Condiciones generales para la admisión de los sistemas de firma elec-

trónica

1. Para poder ser admitidos, los sistemas de firma electrónica han de adap-
tarse a las previsiones establecidas en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de
Firma Electrónica. En particular han de admitirse:

a) Los sistemas de firma electrónica basados en firma electrónica avanza-
da, cuando quiera conocerse la identidad del firmante y cuando se trate de trá-
mites internos que no requieran publicidad ni notificación externa a la
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Todo ello, sin
perjuicio de que pueda disponerse la exigencia de firma electrónica reconocida
en determinados trámites procedimentales. 

b) Los sistemas de firma electrónica basados en firma electrónica recono-
cida, cuando resulte necesario garantizar la autenticidad y la integridad de docu-
mentos firmados electrónicamente y, en todo caso, cuando se trate de actos que
finalicen el procedimiento o que requieran la publicación o notificación a los
interesados.

2. Además, la admisión de cualquier sistema de firma electrónica requie-
re su compatibilidad con los medios técnicos de los que disponga la
Administración de la Comunidad Autónoma, previa aprobación de los progra-
mas y aplicaciones que hayan de utilizarse y la difusión pública de sus caracte-
rísticas, de conformidad con el artículo 8.2.d) del Decreto 97/2006, de 24 de
noviembre, por el que se crean y regulan las comisiones para la mejora continua
de la seguridad de la información en la Administración de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears.

3. Además de las condiciones generales impuestas en los apartados ante-
riores de este artículo, para que los sistemas de firma electrónica puedan ser
admitidos en las relaciones que prevé el artículo 1 de este Decreto, deben cum-
plir las siguientes condiciones: 

a) Permitir la generación de firmas electrónicas avanzadas, tal y como se
definen en la legislación sobre firma electrónica. Los datos de creación y de
verificación de firma no podrán ser de longitud inferior a la siguiente: 

- Longitud mínima de clave pública del certificado de usuario: 512 bits. 
- Longitud mínima de clave del certificado de la CA: 1.024 bits.

b) Emplear documentos de identificación electrónica para vincular los
datos de verificación de firma al signatario, al objeto de confirmar su identidad.

Artículo 5
Condiciones específicas para la admisión de los sistemas de firma

electrónica

Sin perjuicio de lo previsto en el apartado primero del artículo anterior,
para llevar a cabo determinados trámites, el Consejero competente en materia de
tecnologías de la información puede exigir, mediante resolución, que los docu-
mentos firmados electrónicamente cumplan todas o algunas de las siguientes
condiciones adicionales: 

a) Que sean generados mediante un dispositivo seguro y homologado de
creación de firma.

b) Que incorporen sellos de tiempos asociados al instante de la firma.
c) Que incorporen sellos de tiempos asociados al instante de presentación

del documento.
d) Que incorporen la comprobación de la situación de validez y vigencia

del certificado en el momento de firma.
e) Que sean generados mediante un certificado reconocido. 
f) Que utilicen sistemas de firma con una longitud de clave pública supe-

rior a las mínimas exigidas en el artículo 4.

Artículo 6
Certificados electrónicos admitidos 

1. Los sistemas de generación de firma electrónica han de incluir un cer-
tificado con los siguientes contenidos: 

a) Código identificador único del certificado.
b) Identificación del acreditador que expide el certificado. 
c) Firma electrónica avanzada del acreditador. 
d) Identificación del signatario, mediante nombre y apellidos, y número
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de DNI o NIE, cuando se trate de certificados reconocidos asociados a una per-
sona física. 

e) Razón o denominación social, número de identificación fiscal, e iden-
tificación de la persona física solicitante y responsable del uso del certificado,
cuando se trate de certificados reconocidos asociados a una persona jurídica. 

f) Datos que permitan identificar inequívocamente al titular, cuando se
trate de certificados no reconocidos asociados a una persona física. 

g) Datos que permitan identificar inequívocamente al titular, cuando se
trate de certificados no reconocidos asociados a una persona jurídica. 

h) Datos que permitan identificar componentes informáticos, cuando se
trate de certificados no reconocidos asociados a componentes. 

i) Los datos de verificación de firma que correspondan a los datos de cre-
ación de firma que se encuentren bajo el control del signatario. 

j) El comienzo y el final del periodo de validez del certificado. 

2. De conformidad con la letra b) del artículo 4.3 de este Decreto, los cer-
tificados electrónicos deben cumplir los siguientes requisitos: 

a) Han de estar basados en la Recomendación X.509 v3 de la ITU-T
(International Telecomunication Union-Telecomunication Standarization
Sector) o en cualquier otro estándar técnico admitido por la Consejería compe-
tente en materia de tecnologías de la información.

b) Deben permitir el uso de la clave para firma digital. 
c) No deben llevar anexo ningún certificado de atributos, excepto los

explícitamente exigidos en virtud de la resolución a que se refiere el artículo 7
de este Decreto.

Artículo 7
Documentos firmados electrónicamente

1. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 4 del artículo 3 de la Ley
59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, para que un órgano de la
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears pueda admitir
o emitir documentos firmados electrónicamente, el Consejo de Gobierno, a pro-
puesta conjunta del Consejero competente en materia de tecnologías de la
información y del Consejero sectorial correspondiente, debe dictar un acuerdo
que recoja los siguientes aspectos:

a) Trámite o trámites que se podrán cursar de forma electrónica total o
parcialmente.

b) Documentos que se admitirán y emitirán firmados electrónicamente,
especificando el formato y los requerimientos específicos que deba cumplir la
firma, de acuerdo con el artículo 5. 

c) Características técnicas del documento y de la firma electrónica que lo
soporta.

d) Requisitos técnicos exigibles a los ciudadanos para llevar a cabo la tra-
mitación electrónica.

e) Inventario de los órganos y de sus titulares, si procede, que se conside-
ren capacitados para firmar los documentos electrónicos emitidos por parte de
la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

2. Antes de dictarse el acuerdo deberá solicitarse un informe preceptivo y
vinculante de la Comisión Directora de la Seguridad de la Información. 

Artículo 8
Prestadores de servicios de certificación

1. La Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, a
través de la Dirección general competente en materia de tecnologías de la infor-
mación, podrá emitir documentos de identificación electrónica asociados a sis-
temas de generación de firma avanzada, para su utilización de acuerdo con la
letra a) del artículo 4.1 de este Decreto.

2. Sin perjuicio de lo indicado en el apartado anterior de este artículo, los
documentos de identificación electrónica deben ser expedidos por prestadores
de servicios de certificación que cumplan las obligaciones exigidas por la legis-
lación de firma electrónica.

Artículo 9
Procedimiento para la admisión de certificados electrónicos 

1. Los prestadores de servicios de certificación podrán pedir, a la
Dirección general competente en materia de tecnologías de la información, que
sean admitidos los certificados electrónicos que ellos expidan para las relacio-
nes que, por medios electrónicos, informáticos y telemáticos, tengan lugar entre
los órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears y los ciudadanos u otras entidades.

2. La petición de admisión, que deberá ser escrita, sin perjuicio de que se
use cualquier medio —incluso de tipo electrónico— que permita acreditar la
autenticidad, ha de incluir la identidad del peticionario, su nacionalidad y el
lugar elegido para la práctica de notificaciones, así como el objeto y el destina-
tario de la petición. Asimismo, deberá llevar adjunta la siguiente documenta-
ción: 

a) Una declaración responsable sobre el cumplimiento de los requeri-
mientos exigidos en la normativa vigente. 

b) La documentación que acredite el cumplimiento, de acuerdo con los
estándares técnicos vigentes.

c) Un informe emitido por un tercero independiente con solvencia técnica
acreditada en el ámbito del análisis y la evaluación de la actividad de prestación
de servicios de certificación, en el que se exprese la opinión sobre el cumpli-
miento, por parte del peticionario, de las condiciones establecidas en este
Decreto para la admisión de sus certificados.

El Consejero competente en materia de tecnologías de la información
podrá eximir la presentación de este informe, en el supuesto de que los certifi-
cados sean expedidos por prestadores de servicios de certificación que se
encuentren certificados de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley
59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica. 

d) En particular, los peticionarios han de adjuntar a la petición las normas
técnicas en que se base el certificado que se pretende homologar, así como los
protocolos o normas y procedimientos de seguridad y de control referidos a la
creación, almacenamiento histórico, acceso y publicidad, renovación y revoca-
ción de certificados. 

3. El Consejero competente en materia de tecnologías de la información
es el órgano competente para contestar la petición, a propuesta del director
general competente, en un plazo máximo de tres meses a contar desde la fecha
en que se presente.

En el supuesto de que se verifique el cumplimiento de los requerimientos
establecidos en este Decreto y la compatibilidad técnica con los sistemas infor-
máticos de la Administración de la Comunidad Autónoma —y si así se consi-
dera oportuno—, se podrán admitir los certificados electrónicos emitidos por la
entidad peticionaria y se incluirán en la lista prevista en el apartado sexto de este
artículo.

4. Para efectuar la verificación a que se refiere el apartado anterior de este
artículo, se podrá pedir la colaboración de agentes expertos en la materia, para
obtener toda la información complementaria que sea necesaria para comprobar
la exactitud de las declaraciones y hacer las comprobaciones adicionales que se
consideren convenientes. 

5. La resolución de la petición debe ser motivada y debe describir las con-
diciones, si procede, en las que la admisión se entiende producida. 

La resolución de admisión de los certificados no tendrá efectos hasta el
establecimiento de las conexiones telemáticas precisas entre la Administración
de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears y el servicio de publicación de
certificados revocados del prestador de servicios de certificación. El prestador
de servicios de certificación ha de implantar un servicio disponible permanen-
temente, que permita a los órganos de la Administración de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears la consulta en línea de la validez de un certifica-
do, así como la actualización incremental de la lista de certificados revocados
por la autoridad de certificación, utilizando los estándares técnicos internacio-
nales al efecto. 

6. A través de la dirección electrónica http://dgtic.caib.es debe darse publi-
cidad de la lista de tipos de certificados electrónicos admitidos, así como de los
prestadores de servicios de certificación que los pueden expedir. 

Artículo 10
Modificaciones en las condiciones de prestación del servicio

1. Los prestadores de servicios de certificación tienen la obligación de
comunicar a la Dirección General competente en materia de tecnologías de la
información su intención de introducir modificaciones en las condiciones de
prestación del servicio.

2. La comunicación ha de efectuarse con una antelación mínima de un
mes respecto de la fecha prevista para el comienzo de la aplicación de las cita-
das modificaciones. Si durante este plazo no reciben ninguna notificación de la
Consejería competente en materia de tecnologías de la información, la modifi-
cación se podrá entender aceptada. 

Artículo 11
Auditoría del servicio 

1. La Consejería competente en materia de tecnologías de la información
podrá verificar, en cualquier momento, por si misma o a través de agentes auto-
rizados, que la expedición de los certificados o cualquier otro aspecto de los sis-
temas de firma electrónica admitidos se está haciendo de acuerdo con las con-
diciones establecidas en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma
Electrónica, en este Decreto y en la resolución de admisión correspondiente.

2. El incumplimiento de las condiciones previstas en el apartado anterior,
así como la constancia de que un determinado sistema de firma electrónica
admitido ha dejado de cumplir los requisitos técnicos o jurídicos exigidos para
su admisión, o que estos sistemas han quedado técnicamente obsoletos y ello
suponga un riesgo para la seguridad de la información o la identidad de los fir-
mantes, podrá suponer, según los casos, la modificación, la suspensión o la
revocación de la resolución de admisión. 

3. En todo caso, son causas de revocación las siguientes: 
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a) La falsedad en los documentos presentados o en la información aporta-
da. 

b) El incumplimiento del documento de prácticas de certificación a que se
refiere el artículo 19 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma
Electrónica.

c) La variación substancial del documento de prácticas de certificación no
autorizada, según lo previsto en el artículo 10.

d) La modificación de las circunstancias técnicas que hayan justificado la
admisión y que las haga incompatibles con ésta, unida a la negativa o a la impo-
sibilidad de adaptación de los sistemas de firma electrónica. 

4. El Consejero competente en materia de tecnologías de la información
es el órgano competente para dictar, en un plazo máximo de tres meses a contar
desde la verificación del incumplimiento de las condiciones, y a propuesta del
Director General competente, las resoluciones de modificación o revocación de
las resoluciones de admisión y, en su caso, su suspensión.

Además de la notificación al prestador de servicios, las resoluciones
deben ser publicadas en el Boletín Oficial de las IIles Balears y en la dirección
electrónica http://dgtic.caib.es.

Artículo 12
Finalización de la actividad

1. Los prestadores de servicios de certificación tienen la obligación de
comunicar a la Dirección General competente en materia de tecnologías de la
información, como mínimo con dos meses de antelación, la cesación de sus acti-
vidades. 

2. La Dirección General competente en materia de tecnologías de la infor-
mación ha de informar sobre la cesación de estos servicios, en la dirección elec-
trónica http://dgtic.caib.es, en un plazo máximo de quince días, y ha de especi-
ficar la fecha de inicio de los efectos. A partir de dicho momento, dejarán de ser
admitidos, a los efectos de este Decreto, los certificados emitidos por aquella
entidad. 

No obstante, se aceptarán los certificados emitidos por la entidad que haya
cesado en la prestación de este servicio cuando, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 21 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica,
los certificados expedidos sean asumidos por otro prestador de servicios de cer-
tificación admitido por la Dirección General competente en materia de tecnolo-
gías de la información.

3. Cuando un prestador de servicios cese en su actividad sin haberlo
comunicado a la Dirección General competente en materia de tecnologías de la
información, el Consejero competente, a propuesta del Director General, debe
dictar, de oficio y con el trámite de audiencia previo, resolución de revocación
de la admisión de los certificados de la entidad. 

El contenido de esta revocación deberá publicarse en la dirección electró-
nica http://dgtic.caib.es, con los mismos efectos sobre los certificados que se
señalan en el apartado segundo anterior.

Disposición adicional primera

1. El procedimiento previsto en el artículo 9 de este Decreto podrá ser sus-
tituido por la formalización de un convenio de colaboración en los supuestos en
que se trate de certificados emitidos por otras administraciones públicas. 

2. Dicho convenio de colaboración debe publicarse en el Boletín Oficial
de las Illes Balears y también en la dirección electrónica (http://dgtic.caib.es).

Disposición adicional segunda

Se faculta al Consejero competente en materia de tecnologías de la infor-
mación para que, mediante orden, modifique las longitudes mínimas de clave a
que se refiere el artículo 4.3 de este Decreto.

Disposición transitoria única

1. En el plazo máximo de un año, a contar desde la fecha de publicación
de este Decreto, deben adaptarse al mismo las normas autonómicas reglamenta-
rias vigentes que no se ajusten a sus disposiciones. 

2. Asimismo, y en el plazo máximo de un año a contar desde la fecha de
publicación de este Decreto, deben adaptarse las aplicaciones existentes a las
previsiones del artículo 4.2. 

Disposición final primera

Se autoriza al Consejero competente en materia de tecnologías de la infor-
mación para que dicte las disposiciones que sean necesarias para el desarrollo y
la ejecución de este Decreto.

Disposición final segunda

El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en
el Boletín Oficial de las Illes Balears. 

Palma, a 15 de diciembre de 2006

EL PRESIDENTE,
Jaume Matas Palou

El Consejero de Economía, Hacienda e Innovación,
Luis Ramis de Ayreflor Cardell

ANEXO

Normas técnicas relativas al formato y a la localización en que han de
consignarse en el certificado los datos de identificación

* Datos que deben consignarse obligatoriamente:

El campo Subject del certificado debe tener, al menos, los atributos
siguientes:

Personas físicas Personas jurídicas
Nacionalidad del titular Nacionalidad de la persona jurídica
Apellidos (tal y como constan 

en el DNI) Razón o denominación social
Nombre propio (tal y como 

aparece en el DNI) NIF de la persona jurídica
NIF del titular Apellidos del responsable (tal y como aparecen 

en el DNI)
Nombre propio del responsable (tal y como aparece

en el DNI)
NIF del responsable

1. Datos opcionales

Opcionalmente, el campo Subject del certificado podrá tener los atributos
siguientes:

Etiqueta Descripción Aplicable a 
1.3.6.1.4.1.22896.1.1 Identificador único asignado Personal registrado por

por la Dirección general compe- la Dirección general
tente en materia de tecnologías competente en materia
de la información de tecnologías de la

información
1.3.6.1.4.1.22896.1.2 Número de registro de personal Personal adscrito a la

de la Administración autonó- Administración de la
mica de las Illes Balears Comunidad Autónoma

* Estructura recomendada

Se recomienda que el contenido del campo Subject se ajuste al formato
siguiente:

Etiqueta Personas físicas Personas jurídicas
Country Nacionalidad (es) Nacionalidad (es)
CommonName Identidad del titular del Razón o denominación 

certificado social
Surname Apellidos (tal y como constan Apellidos del responsable

en el DNI) (tal y como aparecen en el
DNI)

GivenName Nombre propio (tal y como Nombre propio del
aparece en el DNI) responsable (tal y como

aparece en el DNI)
SerialNumber NIF del titular sin espacios ni NIF del titular del certifi-

separadores cado (persona jurídica)
1.3.6.1.4.1.18838.1.1. NIF del responsable

— o —

2.- Autoridades y personal (oposiciones y concursos)

UNIVERSIDAD DE LAS ILLES BALEARS
Num. 23169

Resolución del Rector del día 18 de diciembre de 2006 por la cual
se nombran funcionarios de carrera a los aspirantes aprobados
en las pruebas selectivas de promoción horizontal interna para
personal laboral fijo, para el ingreso a cuerpos específicos de
funcionarios de esta universidad.

Vista la propuesta formulada por el tribunal calificador de las pruebas
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